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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 22 de junio de 2022. 
 

Comparece ante nos Zahyra del Mar Crespo Santiago 

(peticionaria), y solicita que revoquemos la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla (TPI o foro 

primario), el 22 de noviembre de 2021, notificada el 29 del mismo 

mes y año. Mediante el referido dictamen, el foro primario denegó la 

Petición sobre Declaración de Incapacidad y Nombramiento de Tutor 

interpuesta por la peticionaria. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

expide el auto de certiorari y se confirma el dictamen recurrido. 

Veamos. 

I. 

El 17 de enero de 2018, la peticionaria instó una Petición sobre 

Declaración de Incapacidad y Nombramiento de Tutor en beneficio de 

su hijo, Erick Joel Quiñones Crespo (Quiñones Crespo), quien en 

ese entonces tenía veintidós (22) años de edad.1 En síntesis, sostuvo 

que el joven Quiñones Crespo padece de Trastorno del Espectro del 

 
1 Apéndice II del recuso, págs. 6-10. 
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Autismo (TEA) en un nivel dos (2) de severidad, Trastorno de Déficit 

de Atención e Hiperactividad de tipo combinado y Desorden de 

Ansiedad Generalizada.2 Según arguyó, conforme a la opinión de 

varios facultativos médicos que lo habían evaluado, ameritaba que 

se declarara incapaz y se le nombrara un tutor para que 

administrara sus bienes y se ocupara de proveer el tratamiento 

necesario.3 Ante ello, solicitó ser nombrada la tutora legal de su 

hijo.4 

Por su parte, Víctor M. Quiñones Ortiz (recurrido), padre de 

Quiñones Crespo, sometió una Moción Asumiendo Representación 

Legal y Contestación a Petición.5 En esencia, alegó que el joven 

Quiñones Crespo fue evaluado por un psicólogo clínico, no por un 

facultativo médico que es quien declara incapacitado a un mayor de 

edad para regir su persona y administrar sus bienes.6 Por tanto, 

solicitó que se declarara sin lugar la petición incoada por la 

peticionaria.7  

Luego de varias incidencias procesales que no resultan 

necesarias particularizar, el 3 de agosto de 2021 y el 5 de octubre 

de 2021, se celebró la vista de declaración de incapacidad y 

nombramiento de tutor.8 Evaluadas las posturas de las partes, 

incluyendo a la Procuradora de Asuntos de la Familia, la prueba 

testifical presentada y la evidencia documental admitida, el 22 de 

noviembre de 2021, notificada el 29 del mismo mes y año, el TPI 

declaró No Ha Lugar la Petición sobre Declaración de Incapacidad y 

Nombramiento de Tutor presentada por la peticionaria.9 En virtud de 

su pronunciamiento, resolvió que Quiñones Crespo tenía las 

 
2 Apéndice II del recuso, págs. 6-7. 
3 Íd., págs. 7-8. 
4 Íd., págs. 8-9. 
5 Apéndice VIII del recurso, págs. 50-53. 
6 Íd., pág. 52. Véase además lo resuelto por paneles hermanos en 

KLCE201900356 y KLCE202000324. 
7 Íd.  
8 Apéndice I del recurso, pág. 1. Véase, además, transcripciones de la prueba oral. 
9 Íd., págs. 1-5. 
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capacidades para entender en los asuntos cotidianos de la vida, pero 

que, debido a su diagnóstico, necesitaba de ayuda y apoyo, no 

siendo ello suficiente para incapacitarlo.10 El foro primario 

particularizó que el joven no se encontraba permanentemente 

incapacitado física y mentalmente, tampoco tenía incapacidad 

cognoscitiva y que poseía inteligencia promedio.11 Concluyó que 

necesitaba reiniciar y dar continuidad de los servicios médicos 

previamente recomendados por los especialistas, para así 

evolucionar y alcanzar la capacidad para responder a la vida adulta 

independiente.12  

En desacuerdo, el 10 de diciembre de 2021, la peticionaria 

presentó una Moción en Solicitud de Reconsideración de Resolución 

de 22 de noviembre de 2021.13 En síntesis, adujo que el foro primario 

basó su dictamen denegatorio en hechos que estimó habían sido 

probados, con exclusión de otros hechos de vital importancia 

desfilados en la vista en su fondo, en específico los hechos que 

surgieron del testimonio pericial de la Dra. Laura M. Deliz Bauzá 

(Dra. Deliz Bauzá), perito de la parte peticionaria, así como de sus 

dos informes periciales no controvertidos.14 En específico, alegó que, 

si bien, con ayuda, su hijo podría mejorar algunas de sus 

capacidades, la Dra. Deliz Bauzá enfatizó en su testimonio que ello 

no significaba que podría valerse por sí mismo en el futuro y que 

necesitará de asistencia a tiempo completo para realizar cualquier 

tarea simple que realizaría una persona sin discapacidad.15 Por 

tanto, solicitó la reconsideración del dictamen y que se le nombrara 

como tutora legal de Quiñones Crespo.16 

 
10 Apéndice I del recurso, pág. 3. 
11 Íd., págs. 3-4. 
12 Íd. 
13 Apéndice III del recurso, págs. 11-22. 
14 Íd., págs. 11-16. 
15 Íd., págs. 20-21. 
16 Íd., págs. 21-22. 
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En reacción a lo anterior, la Procuradora de Asuntos de la 

Familia (Procuradora) se opuso a la reconsideración.17 En esencia, 

indicó que el TPI tuvo la oportunidad de ver a Quiñones Crespo 

declarar y apreciar su comportamiento, lo cual no debe ser variado, 

pues merece gran respeto y deferencia.18 Arguyó que la referida 

Resolución hacía plena justicia a Quiñones Crespo, quien, conforme 

a la prueba desfilada, lo que necesitaba era tratamiento que no se le 

había brindado para responder mejor a la vida adulta 

independiente.19 Por su parte, el recurrido sometió una Moción en 

Oposición a Reconsideración en la cual esencialmente reiteró los 

señalamientos de la Procuradora.20  

Ante ello, el 12 de enero de 2022, notificada el día siguiente, 

el TPI declaró No Ha Lugar la reconsideración.21 Inconforme con 

dicha determinación, el 31 de enero de 2022, la peticionaria acude 

ante nos, mediante el recurso de epígrafe y realiza los siguientes 

señalamientos de error: 

Erró el TPI al descartar la opinión y conclusión de 
la perito – no controvertida – Dra. Laura Deliz 
Bauzá, a los efectos de que Erick Joel Quiñones 

Crespo es incapaz de llevar una vida como adulto 
independiente. 
 

Erró el TPI al no acoger el contenido de los informes 
periciales de la Dra. Laura Deliz Bauzá y su 

testimonio pericial, de una forma integral y, por el 
contrario, segmentar los informes y testimonio, 
acogiendo como hechos probados solo algunos y 

descartando otros hechos medulares, de los 
contenidos en dichos informes y testimonio. 

 
Erró el TPI al concluir – contrario a la opinión 
pericial no controvertida – que Erick Joel Quiñones 

Crespo podrá alcanzar la capacidad para 
responder a la vida como adulto. 

 

En cumplimiento de nuestra Resolución emitida el 2 de febrero 

de 2022, el recurrido presentó una Moción de Desestimación al 

 
17 Apéndice IV del recurso, págs. 23-29. En respuesta, 12 de enero de 2022, la 
peticionaria presentó una Réplica a Moción en Oposición a Reconsideración. Véase, 

Apéndice V del recurso, págs. 30-40. 
18 Apéndice IV del recurso, pág. 28. 
19 Íd. 
20 Apéndice VI del recurso, págs. 41-47. 
21 Apéndice VII del recurso, págs. 48-49.  
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Amparo de la Regla 76 y Otros Asuntos, la cual, con el beneficio de 

la oposición de la parte peticionaria, declaramos No Ha Lugar. Por 

otro lado, en cumplimiento con nuestra Resolución emitida el 3 de 

marzo de 2022, la parte peticionaria presentó la transcripción de la 

prueba oral y, el 16 de mayo de 2022, presentó su Alegato 

Suplementario. Por su parte, el recurrido compareció mediante una 

Moción en Cumplimiento de Orden.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, y la 

transcripción de la prueba oral, procedemos a resolver. 

II. 

A. El recurso de certiorari 

El recurso de certiorari es un auto procesal extraordinario por 

el cual un peticionario solicita a un tribunal de mayor jerarquía que 

revise y corrija las determinaciones de un tribunal inferior. 800 

Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020). Es norma reiterada 

que, una resolución u orden interlocutoria, contrario a una 

sentencia, es revisable ante el Tribunal de Apelaciones mediante 

auto de certiorari. JMG Investment v. ELA et al., 203 DPR 708, 718 

(2019). A diferencia del recurso de apelación, el tribunal revisor tiene 

la facultad de expedir el auto de certiorari de manera discrecional. 

Pueblo v. Rivera Montalvo, 205 DPR 352, 372 (2020). 

Por su parte, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1, limita la facultad que tiene el foro apelativo 

intermedio para revisar las resoluciones u órdenes interlocutorias 

que emite el foro primario. Caribbean Orthopedics v. Medshape et 

al., 207 DPR 994 (2021). Esa regla establece que el recurso de 

certiorari solo se expedirá cuando se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la 

Regla 57 o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 

800 Ponce de León v. AIG, supra. No obstante, también dispone que 

el tribunal apelativo, en su ejercicio discrecional y por excepción, 
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podrá expedir un recurso de certiorari cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios, en 

casos de anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, 

en casos revestidos de interés público o en cualquier otra situación 

en la que esperar a una apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Íd. El delimitar la revisión a instancias 

específicas tiene como propósito evitar las “dilaciones innecesarias, 

el fraccionamiento de causas y las intervenciones a destiempo”. Íd.; 

Véase, además, Scotiabank v. ZAF Corp., et al., 202 DPR 478, 486-

487 (2019). 

Por otro lado, el examen que hace este Tribunal previo a 

expedir un certiorari no se da en el vacío ni en ausencia de otros 

parámetros. 800 Ponce de León v. AIG, supra. Véase, además, Mun. 

de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 711 (2019). A esos 

efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que debemos tomar en 

consideración al evaluar si expedir un auto de certiorari. La citada 

Regla dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:  

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.  

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos en los cuales se demuestre que el dictamen 

emitido por el foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso 

de discreción. 800 Ponce de León v. AIG, supra. 

B. Declaración de incapacidad 

Sabido es que en nuestro ordenamiento jurídico se presume 

la sanidad o capacidad mental de una persona. González Hernández 

v. González Hernández, 181 DPR 746, 759 (2011); Rivera y otros v. 

Bco. Popular, 152 DPR 140, 157 (2000). Sin embargo, esa capacidad 

puede verse limitada debido a algunas condiciones, tales como la 

minoría de edad, la demencia y la prodigalidad. Íd.; 31 LPRA sec. 

82. “Estas circunstancias obligan a que se retrase o se suspenda, ya 

sea por tiempo fijo o indefinido, la aptitud para realizar actos 

jurídicos; teniendo que remediarse entre tanto el defecto de 

capacidad mediante instituciones o medios supletorios y 

complementarios”. Íd., pág. 759.22 La tutela es uno de los medios 

supletorios para subsanar la falta de capacidad mental. Íd. 

Conforme a lo establecido en el Artículo 181 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 704, los parientes del presunto incapaz, pueden 

solicitar al tribunal la declaración de su incapacidad. Ahora bien, en 

una acción de declaración de incapacidad, el tribunal de primera 

instancia escuchará el dictamen de uno o varios facultativos y, 

además, recibirá todas aquellas pruebas que sean necesarias para 

decidir sobre la capacidad de la persona que se alega es incapaz. 31 

LPRA sec. 706; González Hernández v. González Hernández, supra, 

pág. 761. “Si luego de evaluada tal prueba el tribunal entiende que 

 
22 Citando a J. Castán Tobeñas, Derecho Civil Español Común y Foral, 11ma ed. 

rev., Madrid, Ed. Reus, 1974, T. III, pág. 447. 



 
 

 
KLCE202200117 

 

8 

la persona está realmente incapacitada para cuidar de sí misma y 

administrar sus bienes, entonces procederá al nombramiento de un 

tutor”. Íd., pág. 761.  

C. La apreciación de la prueba  

Como norma general, los tribunales apelativos no deben 

intervenir con la apreciación de la prueba oral desfilada en el juicio, 

ni con la adjudicación de credibilidad y las determinaciones de 

hechos que realice el foro de instancia en ausencia de pasión, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Ortiz Ortiz v. Medtronic 

Puerto Rico Operations, Co., 2022 TSPR 76, resuelto el 15 de junio 

de 2022; Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007); 

Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 78-79 (2001). La apreciación de la 

prueba oral que hace el foro primario merece gran deferencia y 

respeto por la oportunidad que tuvo el juzgador de los hechos de 

presenciar la declaración de los testigos y de observarlos para 

adjudicarles credibilidad. Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 176 

DPR 951, 974 (2009); Pueblo v. Santiago et al., 176 DPR 133, 148 

(2009). 

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2, 

dispone que las determinaciones de hechos basadas en prueba 

testifical no se dejarán sin efecto, a menos que sean claramente 

erróneas. Esta norma es muy importante a los testimonios orales 

vertidos en presencia del tribunal ya que es este quien observa el 

comportamiento de los testigos en el estrado, su manera de declarar, 

sus gestos, sus actitudes y en general su conducta al prestar su 

declaración. Moreda v. Roselli, 150 DPR 473 (2000); Castro v. 

Meléndez, 82 DPR 573 (1961). Así, es el juzgador de los hechos quien 

está en la mejor posición para aquilatar la prueba testifical 

desfilada. Flores v. Soc. de Gananciales, 146 DPR 45 (1998). De esa 

manera, resulta innegable que un tribunal de primera instancia está 

en mejor posición que un tribunal apelativo para llevar a cabo esta 
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importante tarea judicial. No obstante, esta regla tiene una 

excepción, pues, si se determina que en la actuación del juzgador de 

los hechos medió pasión, prejuicio o parcialidad, o que este incurrió 

en error manifiesto, los tribunales apelativos podemos descartar sus 

determinaciones de hechos. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 

DPR 750, 770-772 (2013). En consideración con lo anterior, le 

corresponde a la parte controvertir la presunción de corrección que 

reviste a los dictámenes judiciales. Vargas v. González, 149 DPR 

859, 866 (1999). 

Ahora bien, la norma de deferencia judicial de las 

determinaciones de hecho basadas en la prueba oral no es de 

aplicación a la evaluación de prueba pericial y documental, debido 

a que, en esos casos, el foro apelativo está en las mismas 

condiciones que el foro recurrido. Díaz v. Pneumatics & Hydraulics, 

169 DPR 273, 297 (2006); Mun. de Loíza v. Sucns. Suárez et al., 154 

DPR 333, 363 (2001). El tribunal revisor no está obligado a seguir 

indubitadamente la opinión pericial ni el juicio, determinación o 

conclusión de un perito. Culebra Enterprises Corp. v. E.L.A., 143 

DPR 935, 952 (1997). Cuando se trata de la evaluación de prueba 

documental o pericial, los tribunales apelativos tienen amplia 

discreción para evaluarla, y tienen plena libertad para adoptar su 

propio criterio y hasta descartarla, aunque resulte técnicamente 

correcta. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., 150 DPR 658, 662-

663 (2000); Zambrana v. Hospital Santo Asilo de Damas, 109 DPR 

517, 522 (1980). Al evaluar el valor probatorio del testimonio 

pericial, el Tribunal, sopesará los siguientes factores: (1) las 

cualificaciones del perito; (2) la solidez de las bases de su testimonio; 

(3) la confiabilidad de la ciencia o técnica subyacente; y (4) la 

parcialidad del perito. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., supra, 

pág. 664; E.L. Chiesa, Tratado de Derecho Probatorio, Pub. JTS, 

1998, Tomo I, pág. 593.   
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III. 

En su recurso ante nos, la peticionaria plantea que el TPI 

incidió al descartar la opinión y conclusión de la perito, Dra. Deliz 

Bauzá, a los efectos de que el joven Quiñonez Crespo es incapaz de 

llevar una vida como adulto independiente. En particular, sostuvo 

que el foro recurrido erró al declarar No Ha Lugar la Petición sobre 

Declaración de Incapacidad y Nombramiento de Tutor, pues no acogió 

el contenido de los informes periciales de la Dra. Deliz Bauzá y su 

testimonio de forma integral, descartando así hechos medulares que 

inciden en la controversia. Además, expresó que el foro primario erró 

al concluir que Quiñones Crespo podrá alcanzar la capacidad para 

responder a la vida como adulto, contrario a la opinión pericial no 

controvertida. Lo antes necesariamente obedece al cuestionamiento 

de la peticionaria sobre la apreciación de la prueba. Veamos. 

Antes de entender sobre los asuntos ante nos, es importante 

resaltar la ardua labor de la peticionaria, madre del joven Quiñonez 

Crespo, pues como se desprende del recurso, desde antes que su 

hijo adviniera a la mayoría de edad, ha buscado los recursos y 

herramientas para lograr el desarrollo de su hijo en distintos 

ámbitos de su vida de cara a su adultez. Reconocemos su 

compromiso e interés en el mejor bienestar de su hijo, quien se 

encuentra bajo su custodia. Por igual, reconocemos que Quiñones 

Crespo cuenta con el constante cuidado y apoyo de su núcleo 

familiar, según surge de la prueba testifical y en particular de su 

propio testimonio.  

Ahora bien, hemos evaluado cuidadosamente la totalidad de 

la prueba oral, así como el expediente ante nuestra consideración, 

conforme exige el derecho aplicable, y entendemos que, según los 

criterios de la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, procede expedir el auto de certiorari y confirmar el dictamen 

recurrido. Nos explicamos. 
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En el juicio en su fondo, se presentó ante la apreciación del 

foro primario, tres testimonios: (1) el testimonio de la perito Dra. 

Deliz Bauzá; (2) el testimonio de la peticionaria, madre del presunto 

incapaz, y (3) el testimonio de Quiñones Crespo, el presunto incapaz. 

Sobre dicha prueba oral, la parte peticionaria cuestiona la 

apreciación de la prueba del TPI en cuanto al testimonio de la perito. 

Específicamente, la peticionaria arguye que el foro primario no 

acogió de forma integral el informe pericial con el testimonio de la 

Dra. Deliz Bauzá, descartando así hechos medulares que inciden en 

la controversia. Sin embargo, de una revisión sosegada del 

testimonio de la perito así como el de la peticionaria y Quiñones 

Crespo, estimamos que la TPI, como juzgador de los hechos, no erró 

en la evaluación efectuada de la evidencia desfilada ante sí.  

Del expediente de autos, surge que el foro primario tomó en 

consideración la totalidad de la prueba testimonial ante su 

consideración. Según se desprende del análisis realizado por el TPI, 

su apreciación descansó sobre el hecho que Quiñones Crespo tenía 

las capacidades para entender en los asuntos cotidianos de la vida, 

pero que, debido a su diagnóstico, necesitaba de ayuda y apoyo, no 

siendo ello suficiente para incapacitarlo.23 Por igual, en el dictamen 

recurrido, el foro primario particularizó que el joven no se 

encontraba permanentemente incapacitado física y mentalmente, 

tampoco tenía incapacidad cognoscitiva y que poseía inteligencia 

promedio.  

Según surge de la prueba oral, la perito, Dra. Deliz Bauzá, 

testificó que Quiñones Crespo no tiene incapacidad cognoscitiva ni 

discapacidad intelectual, sino que las pruebas que se le realizaron 

mostraron que tiene una capacidad cognoscitiva promedio.24 

Basado en el informe pericial, declaró que, entre las 

 
23 Véase, Apéndice I del recurso, pág. 3. 
24 Véase, Transcripción de la Prueba Oral I, pág. 120, 147-148. 
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recomendaciones que se le hicieron a la familia, estaba el comenzar 

a realizar los trámites correspondientes a extender la custodia sobre 

este como hijo adulto, pues necesitaba constante apoyo familiar, 

comenzar un tratamiento psicológico, al menos una vez en semana, 

enfocado en el desarrollo de sus destreza sociales y ejecutivas, así 

como el enfoque de la familia en fomentar la independencia del joven 

Quiñones Crespo al completar sus trabajos y llevar a cabo 

actividades diarias.25 Dicho testimonio fue debidamente 

confrontado con el informe pericial en el contrainterrogatorio.26 En 

particular, del testimonio de la peticionaria se desprende que no se 

han seguido del todo las recomendaciones que surgen del Informe 

de Evaluación Psicológica del 1 de julio de 2017.27 

 
25 Íd., págs. 149-150. 
26 Íd., págs. 173-240; Transcripción de la Prueba Oral II, págs. 58-97. 
27 Transcripción de la Prueba Oral II, págs. 174-176; Véase, Apéndice X del 

recurso, págs. 61-92; Apéndice XI del recurso, págs. 93-117; Apéndice del recurso 

118-124. En particular, las recomendaciones brindadas a Quiñones Crespo en el 

Informe de Evaluación Psicológica del 1 de julio de 2017 son los siguientes: 
 
1. Las múltiples y complejas necesidades de Erick limitan su capacidad de 
ser responsable por sí mismo e independizarse como joven adulto. Erick 
va a requerir apoyo substancial y supervisión de su familia a través de su 
vida para asegurar su bienestar y funcionamiento óptimo. Se recomienda 
que la familia comience a realizar los trámites correspondientes para 
extender su custodia sobre Erick como “hijo adulto” debido a sus 
incapacidades. 

 
2. Erick fue diagnosticado con Autismo antes de que cumpliera 22 años 
(en 2001) que presenta un nivel 2 de severidad actual (que requiere de 
substancial apoyo a través de sus actividades diarias) por lo que sus 
padres podrían ser elegibles para obtener beneficios de discapacidad de 
acuerdo con su nivel de ingreso como custodios de un hijo con Autismo. 
Se recomienda que la familia explore esta posibilidad e inicie los trámites 
correspondientes. 

  
3. Erick requiere de tratamiento psicológico al menos una vez a la semana 
enfocándose en el desarrollo de destrezas sociales y ejecutivas, así como 
la reducción de sintomatología de ansiedad. 

 
4. Erick requiere una evaluación psiquiátrica para auscultar su 
sintomatología de ansiedad, inflexibilidad e impulsividad y explorar la 
posibilidad de que se beneficie de tratamiento psicofarmacológico. 

 
5. El apoyo de un asistente individualizado (T1) a tiempo completo 
continúa siendo esencial para asegurar el aprovechamiento académico y 
bienestar social de Erick. Este debe enfocarse en mantener a Erick 
enfocado en su trabajo y reforzar las instrucciones y procedimientos 
requeridos. Debe de enfocarse en fomentar la independencia de Erick al 
completar sus trabajos y llevar a cabo las actividades diarias, así como en 
robustecer su socialización y relaciones con pares y adultos. 

 
6. Erick requiere de entrenamiento explícito en sus funciones ejecutivas, 
donde se trabaje de forma directa y contextualizada para elevar sus 
capacidades atencionales, inhibitorias, de flexibilidad cognitiva, 
panificación y otras destrezas metacognitivas. En la academia y empleo, 
Erick se beneficiará de ciertos acomodos para asistirle en sus áreas de 
debilidad ejecutiva […]. 

  
[…] 
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El foro primario aquilató la prueba testimonial, pericial y 

documental de forma integral, por lo que, tomando en consideración 

la normativa aplicable y las determinaciones específicas 

consignadas por la juzgadora de los hechos, concluimos que el TPI 

adjudicó de forma razonable la Petición sobre Declaración de 

Incapacidad y Nombramiento de Tutor en este caso. Reconocemos la 

loable intención de la peticionaria en presentar la referida solicitud 

en vista del interés y seguridad de su hijo, pero no nos podemos 

desprender del derecho aplicable y de la evaluación concienzuda de 

la evidencia efectuada por la juzgadora de los hechos, quien 

claramente se encuentra en mejor posición para aquilatar la prueba 

testifical desfilada, por lo que no nos convence su postura para 

conceder el remedio solicitado.  

Es importante destacar que, aun cuando una persona 

padezca de alguna enfermedad o debilidad mental, ello no implica 

que necesariamente estará sujeta a tutela. Véase, González 

Hernández v. González Hernández, supra, pág. 760. Por tanto, nos 

unimos al llamado del TPI de agotar los remedios que existen para 

los adultos con diagnósticos como los de Quiñones Crespo, ello 

incluye, sin limitarse, al reinicio y continuidad de los servicios 

médicos previamente recomendados por los especialistas, para así 

evolucionar y alcanzar la capacidad para responder a la vida adulta 

de forma independiente. Ciertamente, lo antes no impide, ni 

prejuzga posibles futuras consideraciones o factores no 

identificados en esta etapa de la vida del joven Quiñones Crespo. 

 
7. Erick requiere además asistencia para estimular el desarrollo social. 
Esto puede hacerse a través de terapias psicológicas privadas. 

 

 […] 
 

8. En el hogar, deben reforzarse las destrezas de vida independiente a 
través de rutinas funcionales que refuercen la adquisición de destrezas 
ejecutivas. 

 
9. Erick debe participar en actividades recreativas y ocio que se relacionen 
a sus intereses. Esto facilitará la socialización con pares a través de 
intereses en común. 

  

Apéndice X del recurso, págs. 77-81. 
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Las determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 

consignadas por el foro primario se fundamentaron correctamente 

sobre la prueba testifical y documental que tuvo ante sí. Sobre tales 

bases, no encontramos que la peticionaria nos haya puesto en 

posición para intervenir con la apreciación de la prueba testifical, 

así como la prueba pericial. Siendo así, en cumplimiento de la 

normativa antes expuesta, determinamos que, en ausencia de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, por parte del foro 

primario procede expedir el auto de certiorari y confirmar la 

determinación impugnada. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari y confírmanos el dictamen recurrido. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


